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Presentación
Sonia Calaza López
Catedrática de Derecho procesal. Decana de la Facultad de Derecho, UNED
Ixusko Ordeñana Gezuraga
Catedrático (A) de Derecho procesal, UPV/EHU

 La crucial importancia del tiempo, del espacio, de la forma y del precio en el proceso: ¡el juicio jurisdiccional nunca es accidental!
La forma de acceder a la Jurisdicción —y de postularse ante los Jueces y Juezas & Magistrados y Magistradas— para presentar la controversia —mediante el único instrumento procesal puesto a disposición de los justiciables en el marco jurisdiccional: el proceso— nunca es azarosa o espontánea, sino meditada y reglada. Este proceso (judicial) principia —como se sabe— cuando el particular, agraviado por el conflicto, activa su derecho a la tutela judicial efectiva, momento en que el litigio se «judicializa»; esto es: comienza su pendencia ante la Jurisdicción. De ahí el vocablo «litispendencia»: —pendencia del litigio— generadora de múltiples efectos procesales, entre ellos, la adquisición del estatus de «parte procesal».
Nuestra disciplina —Derecho procesal— estudia, en esencia (y entre otros), dos relevantes derechos fundamentales: primero, el de acción que corresponde a la parte activa de la relación procesal reconocido en el artículo 24.1 de la Constitución Española (en adelante, CE); y segundo, el derecho de defensa que corresponde a la parte pasiva de dicha relación, reconocido en el artículo 24.2 de la CE. Estos derechos fundamentales de acción y defensa, no se agotan en su propia, exclusiva e individual puesta en práctica, sino que gozan de múltiples proyecciones o manifestaciones, algunas expresamente recogidas en la CE con idéntica naturaleza de derechos fundamentales de incidencia procesal y otras, sin embargo, de naturaleza ordinaria. Entre los primeros, cabe destacar los contemplados en el artículo 24.2 de la CE, así: el derecho al Juez ordinario predeterminado por la Ley; a la asistencia de Letrado; a ser informados de la acusación formulada contra ellos; a un proceso público sin dilaciones indebidas y con todas las garantías; a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa; a no declarar contra sí mismos; a no confesarse culpables; y a la presunción de inocencia. Sirva como ejemplo ilustrativo de un derecho procesal de naturaleza ordinaria y configuración legal el derecho a los recursos.
En este segundo volumen —Actuaciones & Comunicaciones procesales: Principios, tiempo, forma, eficacia y costas— de nuestro Tratado de Jurisdicción civil —también enmarcado en dos relevantes proyectos de investigación: Proyecto I+D+i de generación de conocimiento y fortalecimiento científico y tecnológico, «Claves de una Justicia resiliente en plena transformación» (IP. Sonia Calaza), del Ministerio de Ciencia e Innovación, con REF PID2024-155197OB-I00 y Red de investigación: «Alianzas estratégicas de la Justicia: Educación, Igualdad e Inclusividad» (RED2024-153961-T), coordinada por Sonia Calaza, Programa Estatal de Transferencia y Colaboración del Ministerio de Ciencia, Innovación y Universidades, Plan Estatal de Investigación Científica, Técnica y de Innovación 2024-2027— afrontamos con toda profundidad el tiempo, el espacio, la forma y el precio —en costas y costes— del proceso judicial: la relevancia de todos estos elementos (debidamente asentados sobre nuestros consagrados principios generales) es tan crucial que de su adecuado cumplimiento depende, no sólo el comienzo del proceso judicial (su misma instauración en tiempo y forma), sino también todo el (muchas veces: largo) recorrido procedimental que recorren los justiciables desde ese momento hasta la obtención de la sentencia definitiva y firme.
Aunque el proceso judicial se instaura formalmente en el momento de interposición de la demanda (fecha que marca, como se sabe, el inicio de la litispendencia); lo cierto es que la preparación (técnica) de su procedimiento —orientada bien a su posterior celebración exitosa; bien, de ser posible, a su evitación— pueden comenzar un tiempo antes. Las diligencias preliminares son herramientas procesales —solicitadas por el (futuro) demandante— ante el Tribunal (con Jurisdicción y competencia para conocer de una determinada controversia) y destinadas a recabar puntual información acerca del objeto y/o de los sujetos de esa concreta controversia. Esta información —solicitada por el (futuro) actor o demandante de un concreto proceso civil— acerca del objeto (litigioso) y/o de las (cualidades de las) partes —procesales enfrentadas— puede servirle tanto de aliciente como de inhibidor jurisdiccional; por cuánto, a la vista del resultado arrojado por esta (estratégica) solicitud de información, podrá: preparar su pretensión procesal con mayor precisión (gracias al dominio de la veracidad de los datos aportados) o dejar de ejercitar esta pretensión (ideada en su mente antes de contar con la más precisa información sobre la expectativa real de su desenlace exitoso), ante la (sobrevenida) evidencia de su escaso recorrido (procedimental) o incierto desenlace (sustantivo).
Los gastos procesales se identifican, finalmente, con el montante económico total al que asciende la realización de los distintos procesos judiciales celebrados en nuestro país. Este término global —gastos procesales— incorpora, a su vez, tanto los costes procesales —a cargo del Estado— como las costas procesales —cuyo pago corresponde, sin embargo, a los justiciables—.
Los costes procesales son (lógicamente) públicos y sufragan los gastos (económicos) correspondientes a la infraestructura (locales, espacios, instalaciones, equipamientos), mantenimiento (suministro, consumo, utilización, reparación), así como a los medios materiales y humanos (incluida la formación de personal) de la Administración de Justicia. Estos costes procesales dimanan de un capítulo específico integrado en los presupuestos generales del Estado. En su lógica consecuencia, los referidos costes procesales son asumidos por todos los ciudadanos —año tras año— a través de sus impuestos, conforme a nuestro conocido sistema impositivo y distributivo, para garantizar la disponibilidad —se use o no— del «servicio público» de Justicia.
Las costas procesales, por contraste, son los gastos privados que asumen —necesariamente— los litigantes de cada proceso y se destinan a satisfacer, en esencia, los pagos ocasionados —a los distintos profesionales y/o experto— por los actos procesales que resulten imprescindibles para otorgar puntual satisfacción de su derecho a la tutela judicial efectiva o (de ocupar la posición pasiva): de defensa, desde la primera actuación procesal (muchas veces: antes incluso de iniciarse el proceso) hasta su término, a través de sentencia definitiva y firme (tras la instancia y recursos, tanto ordinarios como extraordinarios, que se hubieren consumido).
Las costas judiciales —como acaba de indicarse— son los gastos ocasionados (por los propios justiciables) como (inmediata, recta y directa) consecuencia de los actos procesales celebrados al compás del desarrollo del procedimiento: la práctica totalidad de estos actos procedimentales (entre los que se encuentran: derechos, posibilidades, cargas y obligaciones) son de imprescindible realización —en el marco de cada proceso— para procurar la satisfacción de la pretensión (actora o defensiva) que mantienen (respectivamente) las partes (en juicio) y lógicamente, todos ellos son susceptibles de pago (en principio y en un primer desembolso inicial: por parte de quién/es los hubiere/n generado).
Los gastos procesales son, por tanto, los desembolsos económicos globales —tanto públicos o estatales (correspondientes al Estado) como privados o particulares (a costa de los justiciables)— del proceso judicial en su conjunto; esto es, todos los (gastos) originados como consecuencia recta, directa e inmediata de la celebración de los procesos judiciales. Este concepto —gastos procesales— resulta comprensivo tanto de los costes procesales como de las costas procesales, que corresponden a los particulares y se destinan, en esencia al pago de los siguientes conceptos: (i) honorarios (de Abogada/os y Procuradora/es); (ii) peritos (y demás especialistas que intervengan en el proceso); (iii) tasas preceptivas (en los casos legalmente exigibles); (iv) depósitos obligatorios (para la interposición de los recursos); (v) publicidad del proceso (mediante inserción de anuncios y/o edictos); así como (vi) copias, certificaciones, notas, testimonios y documentos análogos.
La condena en costas es la declaración, efectuada por el/la Juez/a, al tiempo del pronunciamiento de la resolución, respecto de quién/es debe/n asumir el pago (total o parcial) de las referidas costas procesales tras la celebración de un determinado proceso. La tasación de las costas —en todo tipo de procesos e instancias— se practicará por el/la Letrado/a de la Administración de Justicia que hubiera conocido del proceso o recurso, respectivamente, o, en su caso, por el/a Letrado/a de la Administración de Justicia encargado/a de la ejecución. La imposición de las costas no difiere (demasiado) en función del orden jurisdiccional comprometido en el proceso, dónde deban depurarse, por cuánto tanto en el civil como en el penal: rige el criterio del vencimiento con algunas excepciones referidas a la temeridad, a la mala fe de las partes procesales y/o a las serias dudas de hecho o de derecho, así como al desprecio expreso o por actos concluyentes, y sin justa causa, a participar en un medio adecuado de solución de controversias al que (la parte) hubiese sido efectivamente convocada.
Queremos —finalmente— agradecer, de forma muy sincera y sentida, a toda/os la/os autora/es de esta obra única en España —Tratado de Jurisdicción civil— el tiempo, inteligencia y talento invertidos. De forma acompasada a esta triple inversión (de los autores), también manifestamos, ahora respecto de la/os lectora/es, un triple deseo: primero y esencial, que la disfruten; segundo, que contribuya a enriquecer su formación (cultura) jurídica; y, al fin: tercero, que mejore (en lo posible) tanto la deontología, como la calidad práctica de su día a día. Quién tenga la fortuna de tener esta obra en su biblioteca: procesalmente hablando…¡Nunca estará solo!



Parte primera Las actuaciones procesales

Del lugar de las actuaciones judiciales y de los actos procesales mediante presencia telemática
Paulo Ramón Suárez Xavier
Profesor Ayudante Doctor de Derecho Procesal
Universidad de Málaga

 1.  Introducción: los actos procesales y su dimensión espacial
En el proceso civil, los actos procesales son aquellos actos jurídicos realizados por los órganos judiciales, las partes o terceros que impulsan, desarrollan o concluyen el litigio. Para que estos actos sean válidos y produzcan sus efectos, deben respetar ciertos requisitos formales, entre los cuales destaca el lugar de su realización.
Tradicionalmente, la ley ha fijado un sitio predeterminado para la práctica de las actuaciones judiciales, buscando garantizar la solemnidad, la publicidad y el adecuado control por parte del tribunal. Sin embargo, las necesidades de la justicia y los avances tecnológicos han introducido importantes flexibilidades en esta materia. El Artículo 129 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC) —bajo el rótulo de «Lugar de las actuaciones judiciales»— sintetiza esta evolución: parte de un principio general de centralización en la sede judicial, pero incorpora excepciones que permiten desplazar o virtualizar los actos procesales cuando ello resulte necesario, conveniente o más eficiente para la administración de justicia.
En las secciones que siguen, analizaremos detalladamente el contenido de este precepto, sus fundamentos dogmáticos y las cuestiones prácticas que plantea, desde la perspectiva clásica del proceso hasta los nuevos paradigmas de la justicia telemática.
2.  Regla general: la sede de la oficina judicial
El punto de partida es claro: la regla general es que las actuaciones judiciales se realicen en la sede del órgano jurisdiccional competente. Así lo dispone el art. 129.1 LEC al establecer que los actos del juicio tendrán lugar «en la sede de la Oficina judicial». Esta sede coincide, por lo común, con el edificio o espacio físico oficial asignado al tribunal que conoce del asunto, es decir, el Juzgado o Tribunal en su ubicación institucional.
Conviene destacar que el término Oficina judicial alude a la moderna organización de los órganos judiciales —introducida por la reforma de 2003 y desarrollos posteriores— pero a efectos de lugar se identifica esencialmente con la sede física del juzgado (incluyendo la sala de vistas u otras dependencias judiciales habilitadas).
¿Por qué la sede judicial como regla general? Existen razones históricas y funcionales. Por un lado, responde al principio de inmediación y a la concentración de la actividad jurisdiccional: se pretende que el juez dirija y presencie directamente las actuaciones relevantes (tomar declaración a partes y testigos, practicar pruebas, etc.) en un entorno formal adecuado. Por otro lado, la celebración de actos en la sede garantiza la publicidad del proceso (al ser un lugar accesible al público, salvo excepciones legales) y facilita la disponibilidad de medios materiales y personales (grabación, documentación, funcionarios de apoyo) para el correcto desarrollo del acto. Además, la sede judicial se sitúa normalmente en la cabeza del partido judicial, lo que en teoría equidista de los distintos puntos del territorio bajo su jurisdicción, buscando minimizar desplazamientos de las partes implicadas.
Debe subrayarse que esta regla de la LEC coincide con lo previsto en la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ). El art. 268.1 LOPJ establece igualmente que «las actuaciones judiciales deberán practicarse en la sede del órgano jurisdiccional», reafirmando el criterio general de territorialización de la justicia.
Sin embargo, ni la LOPJ ni la LEC ignoran la realidad: muchos actos procesales no pueden o no conviene que se practiquen en el juzgado. Por eso, junto a la regla de la sede, el ordenamiento contempla supuestos excepcionales en los que el lugar del acto se desplaza fuera de la sede, ya sea por la propia naturaleza del acto, por razones de eficacia territorial, o merced al uso de medios tecnológicos modernos. El equilibrio entre el principio de sede judicial y estas excepciones es el objeto central del art. 129 LEC.
3.  Actos que requieren un lugar distinto al juzgado por su naturaleza
La primera gran excepción al principio de sede viene sugerida en la propia redacción del art. 129.1 LEC: «salvo aquellas [actuaciones] que por su naturaleza se deban practicar en otro lugar». Esto significa que cuando la índole del acto procesal imposibilita o desaconseja su realización en el tribunal, el acto debe llevarse a cabo donde resulte adecuado. Nos encontramos ante situaciones en las que el contenido material del acto exige salir del despacho o sala judicial.
Algunos ejemplos clásicos ilustran este supuesto, como los reconocimientos judiciales in situ: si el objeto de la prueba es, por ejemplo, un inmueble cuya situación o estado es controvertido, el tribunal ha de desplazarse físicamente al lugar para realizar la diligencia de reconocimiento, ya que sería imposible, desde el punto de vista físico, dicho desplazamiento a la sede judicial.
Otro ejemplo serían las declaraciones en domicilio o lugar distinto: pensemos en un testigo de avanzada edad o gravemente enfermo que no puede comparecer en la sede judicial. La ley permite que el órgano judicial se traslade al domicilio o al hospital donde se halle esta persona para tomar su testimonio, así como para la realización del reconocimiento judicial, si ello es necesario para no perder una prueba relevante.
De igual modo, otras diligencias, como reproducciones judiciales de hechos (por ejemplo, reconstruir un accidente en el lugar donde ocurrió), por su propia naturaleza han de practicarse fuera del juzgado.
En estos supuestos, más que una «concesión» graciosa, se trata de dar efectividad al derecho a la prueba y a la buena administración de justicia: el lugar del acto se acomoda a las exigencias fácticas. La normativa procesal reconoce desde hace mucho esta posibilidad. De hecho, el art. 268.2 LOPJ faculta expresamente a los juzgados y tribunales a constituirse en cualquier sitio de su jurisdicción cuando fuere necesario o conveniente para la buena administración de justicia, previsión que la LEC 1/2000 asumió en su art. 129.3 (primera parte).
Por tanto, cuando la naturaleza o circunstancias del acto procesal lo requieran, el tribunal puede y debe salir de su sede dentro de los límites de su partido o circunscripción judicial para practicar la actuación. Este desplazamiento «in situ» mantiene la inmediación del juez con el acto, solo que trasladando circunstancialmente el estrado judicial al lugar donde se obtendrá el mejor conocimiento de los hechos o donde la prueba se puede realizar eficazmente.
4.  Actuaciones fuera del partido judicial: videoconferencia y auxilio judicial
Una segunda situación excepcional prevista por el legislador es aquella en que la actuación judicial deba realizarse fuera del partido judicial donde tiene su sede el tribunal que conoce del proceso. Aquí no estamos ante un simple desplazamiento dentro de la propia demarcación, sino ante la necesidad de practicar un acto en territorio de otro partido judicial (es decir, fuera de la jurisdicción territorial inmediata del órgano competente). Las razones pueden ser diversas: por ejemplo, un testigo o perito reside lejos, en otro partido; o es preciso examinar un bien situado en otra localidad lejana.
En tales casos, el art. 129.2 LEC establece el procedimiento a seguir, introduciendo una combinación de tecnología moderna y cooperación judicial tradicional. La norma dispone que dichas actuaciones se practicarán, «cuando proceda, mediante videoconferencia siempre que sea posible y, en otro caso, mediante auxilio judicial».
Analicemos esta directriz por partes, comenzando con la preferencia por la videoconferencia: La ley impulsa que, siempre que existan los medios técnicos adecuados, el acto se realice a distancia mediante sistemas de videoconferencia. Esta opción, incorporada a la LEC en reformas recientes, obedece a criterios de eficacia y agilidad procesal. Gracias a la videoconferencia, el juez que lleva el asunto puede tomar declaración a personas que se hallan en otro partido judicial (incluso a cientos de kilómetros), sin necesidad de retrasar el proceso, evitando desplazamientos físicos costosos y se mantiene la inmediación tecnológica: el juzgador ve, escucha e interactúa en tiempo real con el declarante o interviniente remoto, preservando en buena medida la esencia del contacto directo.
Si bien es verdad que esta inmediación telemática no es del todo confiable, desde nuestro punto de vista. En ocasiones, las partes, el juez, los abogados, todas las partes en un procedimiento pueden sufrir desviaciones en su atención, lo que es menos común en actuaciones presenciales, por lo que es importante la conservación de los registros y que estos posean una alta calidad de resolución de imagen y sonido.
La utilización de la videoconferencia se ha vuelto especialmente relevante en los últimos años —impulsada en parte por la experiencia de la pandemia de 2020—, consolidándose la justicia telemática como complemento de la presencial. Conviene señalar que la propia LOPJ, en su art. 229.3, habilita de forma general estas actuaciones por videoconferencia u otros medios similares, siempre que se asegure la bidireccionalidad de imagen y sonido, la posibilidad de contradicción entre las partes y el respeto pleno al derecho de defensa.
En la utilización de la videoconferencia, por tanto, subyace un principio de equivalencia funcional: el acto debe desarrollarse con las mismas garantías que si tuviera lugar de forma presencial en la sala de vistas. Aspectos como la identificación de los intervinientes (mediante sistemas seguros de acreditación de identidad electrónica, según prevé la ley) o la publicidad del acto, que debía estar posibilitada, permitiendo el acceso telemático del público o celebrando la videoconferencia desde sedes judiciales abiertas al público.
El segundo supuesto se refiere al auxilio judicial, que pasa a tener un carácter subsidiario: Si la videoconferencia no es posible —ya sea por falta de medios técnicos, por dificultades concretas (falta de conexión adecuada, indisponibilidad de equipos en la localidad remota) o por la naturaleza del acto que requiera presencia material—, entonces se recurre al mecanismo tradicional del auxilio judicial.
El auxilio judicial implica solicitar al órgano judicial de otro partido que practique la actuación en nombre del tribunal competente, es decir, el que lleva el proceso. Por ejemplo, si un Juzgado de Madrid necesita interrogar a un testigo que vive en un pueblo de Andalucía donde no es factible la videoconferencia porque se trata de un anciano muy mayor y que no puede comparecer telemáticamente, se librará un exhorto o comisión rogatoria al juzgado del partido correspondiente para que cite al testigo y reciba su declaración.
Este sistema ha sido durante décadas la forma habitual de cooperar entre órganos judiciales dentro del territorio nacional, evitando que cada tribunal extralimitara su ámbito territorial. El inconveniente del auxilio es la dilación: requiere cursar la petición formal, esperar a que el juzgado exhortado programe y practique la diligencia, y luego remita el resultado (acta, grabación, etc.) de vuelta. Además, en el auxilio judicial el juez «natural» de la causa no presencia directamente la actuación (salvo que se desplace, lo cual veremos en el siguiente apartado), sino que delega en un colega la realización del acto, pudiendo esto afectar a la percepción directa de la prueba. Por ello, la reforma ha querido relegar el auxilio a un rol subsidiario, prefiriendo que, siempre que se pueda, sea el propio tribunal originario quien practique el acto a distancia mediante medios telemáticos.
En síntesis, el art. 129.2 LEC conjuga dos sistemas el actualizado por el modelo de la videoconferencia con el modelo tradicional que ahora pasa a ser residual: primero videoconferencia, después auxilio judicial. Cabe apreciar aquí cómo el legislador apuesta decididamente por las nuevas tecnologías para superar las barreras geográficas en la administración de justicia.
Esta preferencia legal además se alinea con la normativa europea sobre obtención de prueba transfronteriza y con una tendencia global a aprovechar la tecnología para una justicia más rápida sin menoscabar garantías. No obstante, persisten retos prácticos: asegurar la calidad técnica de las conexiones, entrenar a los operadores jurídicos en el manejo de estas herramientas, y homogeneizar protocolos para que la práctica telemática no vulnere derechos procesales.
Afortunadamente, las leyes procesales, es decir, tanto la LOPJ cuanto la LEC, contienen salvaguardas claras: la videoconferencia debe suspenderse o repetirse si las condiciones tecnológicas impiden una comunicación fluida, y siempre es posible recurrir al auxilio tradicional como plan B para que la diligencia se practique, garantizando así que la administración de justicia no se frustre por razones técnicas.
5.  Desplazamiento del tribunal: dentro y fuera de su circunscripción
Otra importante previsión del art. 129 LEC —en su apartado 3— se refiere a la posibilidad de que el tribunal se constituya fuera de su sede habitual para practicar actuaciones procesales. Este precepto habilita dos escenarios distintos:
a) Desplazamiento intra-circunscripción: Los tribunales pueden constituirse «en cualquier lugar del territorio de su circunscripción» cuando sea necesario o conveniente para la buena administración de justicia. La circunscripción aquí alude al ámbito territorial sobre el que ejerce jurisdicción el órgano en cuestión. Por ejemplo, un Juzgado de Instancia tiene circunscripción en su partido judicial; una Audiencia Provincial en su provincia; un Tribunal Superior de Justicia en su comunidad autónoma, etc. Esta facultad, coherente con lo ya mencionado en LOPJ 268.2, permite al órgano judicial salir de su sede, pero dentro de su demarcación para llevar a cabo actos procesales, sin necesidad de involucrar a otro tribunal. La ratio legis es similar a la de los supuestos por naturaleza (de hecho, los solapa): asegurar que el proceso se desarrolla adecuadamente cuando, por ejemplo, un acto beneficiaría de celebrarse en el lugar de los hechos o cerca de los interesados. Incluso podría tratarse de razones de accesibilidad y servicio público: p. ej., desplazar una vista o una toma de declaraciones a una localidad periférica dentro del partido para evitar que múltiples testigos tengan que recorrer largas distancias hasta la cabecera judicial, si se trata de un caso demasiado mediático, siempre que ello redunde en mejor tutela judicial.
Ahora bien, aunque la ley confiere esta posibilidad genérica, en la práctica no es habitual que juicios enteros o audiencias se celebren fuera de la sede salvo casos excepcionales. Existe además un control normativo: el art. 269.1 LOPJ señala que los juzgados y tribunales «sólo podrán celebrar juicios o vistas de asuntos fuera de la población de su sede cuando así lo autorice la ley».
El art. 129.3 LEC, en tanto ley ordinaria, proporciona dicha autorización para supuestos de necesidad o conveniencia, pero normalmente será el propio tribunal quien deba motivar y decidir el traslado, y en algunos casos el Consejo General del Poder Judicial (CGPJ) puede intervenir. De hecho, la LOPJ prevé que el CGPJ, a solicitud de los Tribunales Superiores de Justicia, pueda disponer servicios desconcentrados: autorizar que juzgados o secciones se constituyan temporalmente en una localidad distinta dentro de su circunscripción para despachar asuntos, cuando las circunstancias lo aconsejen. Tales casos responden generalmente a situaciones de sobrecarga de trabajo o de acercamiento puntual de la justicia al ciudadano. En todo caso, se trata de mecanismos excepcionales destinados a flexibilizar la organización territorial, siempre bajo la premisa de mejorar el servicio público de justicia.
Ahora bien, con relación a los desplazamientos extra-circunscripción para actuaciones de prueba, se trata de un supuesto extraordinario: el mismo art. 129.3 LEC añade que los tribunales «podrán desplazarse fuera del territorio de su circunscripción para la práctica de actuaciones de prueba», conforme a lo previsto en la propia LEC.
6.  La videoconferencia como realidad consolidada en la justicia civil
El artículo 129 bis de la Ley de Enjuiciamiento Civil constituye una importante innovación orientada a modernizar la Administración de Justicia mediante la incorporación de medios tecnológicos en la celebración de actos procesales. Este precepto dispone, como regla general, que juicios, vistas, audiencias, comparecencias, declaraciones y en general todos los actos procesales se realicen preferentemente de forma telemática, siempre que los juzgados y tribunales cuenten con los medios técnicos necesarios para ello.
En otras palabras, la norma prioriza la celebración remota de las actuaciones judiciales, con el juzgado o tribunal constituido físicamente en su sede, pero con los intervinientes compareciendo por videoconferencia u otras herramientas análogas. Esta preferencia pretende agilizar y hacer más eficiente el proceso, evitando desplazamientos y aprovechando las ventajas de la tecnología, siempre bajo la condición de que se utilicen puntos de acceso seguro conforme a la normativa vigente sobre tecnología en la Administración de Justicia. La exigencia de un punto de acceso seguro subraya la preocupación del legislador por la confidencialidad e integridad de las comunicaciones telemáticas, de modo que la conexión utilizada para la vista remota reúna garantías de seguridad suficientes y esté adecuadamente verificada la identidad de los participantes.
Ahora bien, el mismo artículo 129 bis establece importantes excepciones a esta regla general, con el fin de salvaguardar la inmediación y las garantías procesales en supuestos especialmente sensibles. En su apartado segundo, la ley enumera ciertos actos para los cuales se exige la presencia física de los intervinientes, pese a la preferencia general por la vía telemática. Entre estos actos figuran la audiencia, declaración o interrogatorio de las partes, de testigos o de peritos, así como la exploración de menores de edad, el reconocimiento judicial personal (por ejemplo, la inspección judicial donde sea necesaria la presencia personal) o la entrevista a una persona con discapacidad. En tales situaciones, la comparecencia en persona se considera indispensable para asegurar la calidad de la prueba y la protección de los más vulnerables. Además, cuando quien interviene físicamente es una de las partes del proceso, deberá estar también presente su abogado defensor, garantizando así el derecho a la asistencia letrada efectiva de forma presencial en esos actos cruciales. Esta previsión refleja la conciencia de que ciertos actos procesales requieren el contacto directo, la observación personal de la conducta y lenguaje corporal, y la interacción humana próxima para que el juez pueda valorar adecuadamente la credibilidad de testimonios o para brindar un entorno de mayor empatía y protección (por ejemplo, en la declaración de un menor).
No obstante, el artículo prevé salvedades incluso dentro de estas excepciones, introduciendo cierta flexibilidad. Así, en primer lugar, el juez o tribunal puede acordar otra cosa en atención a las circunstancias del caso (excepción 2.a). Esto significa que, si la situación lo permite o aconseja, el órgano judicial podría autorizar la comparecencia telemática de un testigo, perito u otra persona aun cuando, por regla general, requeriría presencia física. Tal decisión debe estar motivada y tener en cuenta factores específicos del caso (por ejemplo, riesgo sanitario, gran distancia, dificultad de desplazamiento por causa mayor, etc.), siempre equilibrando la eficiencia con las garantías procesales.
En segundo lugar, cuando la persona que deba intervenir resida en un municipio distinto al de la sede del tribunal, se le permite participar desde un lugar seguro en su propio municipio, si así lo solicita (excepción 2.b). Esta medida busca evitar desplazamientos largos o gravosos, facilitando que un testigo o parte que vive lejos pueda declarar por videoconferencia desde un juzgado cercano a su domicilio u otro punto habilitado, sin tener que viajar hasta la sede del órgano judicial del caso. Por último, se establece que, si el interviniente actúa en calidad de autoridad o funcionario público, pueda intervenir telemáticamente desde un punto de acceso seguro (excepción 2.c). Aquí se está pensando, por ejemplo, en funcionarios que actúan como peritos oficiales, agentes de la autoridad que testifican, médicos forenses, etc., quienes podrían conectarse desde dependencias oficiales, presumiéndose que cuentan con medios seguros y fiables. Estas excepciones dentro de la excepción demuestran una voluntad de flexibilizar la presencialidad en ciertos supuestos para facilitar la gestión del proceso, siempre que no se comprometan las garantías esenciales.
El apartado tercero del artículo añade un contrapeso importante a esa flexibilidad: el juez o tribunal, mediante resolución motivada, puede ordenar la comparecencia física de cualquiera de los intervinientes que, en principio, podrían acogerse a la vía telemática por residir en otro municipio (supuesto b) o por ser autoridades/funcionarios (supuesto c). Es decir, aunque la ley permite a un testigo que vive en otra ciudad declarar por videoconferencia, o a un perito funcionario comparecer desde su despacho, el juez puede exigir su presencia en sala si aprecia razones concretas que lo hagan necesario para el caso. Este poder discrecional, que debe ejercerse con motivación, asegura que la última palabra la tenga el juez valorando las circunstancias específicas: por ejemplo, podría requerir la presencia física de un testigo clave cuya declaración resulte dudosa o controvertida, para observarlo directamente; o la de una parte cuya actitud de colaboración sea cuestionable; todo ello con el fin de preservar el adecuado desarrollo del proceso. En esencia, se trata de mantener la primacía de las garantías procesales sobre la comodidad telemática cuando así lo exija la tutela efectiva de los derechos en juego.
El artículo 129 bis extiende su aplicación también a actuaciones ante los Letrados de la Administración de Justicia (secretarios judiciales) y el Ministerio Fiscal, según indica el apartado cuarto. Esto significa que, en diligencias o comparecencias que se desarrollen únicamente ante un secretario judicial o un fiscal (y no frente a un juez), igualmente rige la preferencia telemática y las mismas reglas de excepciones. En esos casos, serán el Letrado de la Administración de Justicia o el representante del Ministerio Fiscal quienes puedan, por analogía, decidir la presencialidad o telematización conforme a los criterios de los apartados 2 y 3. De esta forma, se mantiene la coherencia en toda la actividad procesal, evitando que solo ante jueces se aplique la tecnología mientras que en otras comparecencias auxiliares no, y dotando a estos operadores jurídicos de facultades para gestionar la forma de celebración del acto con criterios similares a los judiciales.
Finalmente, el apartado quinto subraya un aspecto fundamental: adoptar las medidas necesarias para garantizar los derechos de todas las partes en el uso de métodos electrónicos. El legislador es consciente de que la telematización de la justicia no puede hacerse en detrimento de las garantías procesales ni de los derechos fundamentales de quienes participan en el proceso. Por ello, expresamente se recalca la protección de ciertos derechos clave «en especial» —aunque no exclusivamente— como el derecho a la asistencia letrada efectiva, el derecho a la interpretación y traducción, y el derecho a la información y acceso a los expedientes judiciales.
Estos ejemplos ilustran las áreas más sensibles en las que hay que extremar el cuidado cuando un acto es telemático: asegurar que cada parte esté debidamente asesorada por su abogado, que dicho abogado pueda comunicarse con su cliente de manera confidencial incluso durante una vista por videoconferencia; garantizar que si alguna de las partes o intervinientes no domina el idioma, cuente con un intérprete en tiempo real y que la calidad de la traducción no sufra por el medio digital; y permitir que todos puedan consultar el expediente y las pruebas durante la sesión, lo que implica disponer de sistemas electrónicos para acceder a la documentación al mismo tiempo que se desarrolla la sesión remota. Este mandato general actúa como cláusula de salvaguardia: la modernización procesal debe ser compatible con el pleno respeto a los derechos de defensa, a la igualdad de armas y, en definitiva, al debido proceso.
La introducción del artículo 129 bis LEC responde, en gran medida, a la evolución tecnológica y a las lecciones aprendidas durante situaciones excepcionales (como la pandemia global que cada vez se hace más distante en nuestro recuerdo) que obligaron a recurrir masivamente a las videoconferencias en los tribunales. Supone un esfuerzo normativo hacia la digitalización y eficiencia del sistema judicial, apuntando a una justicia más ágil, accesible territorialmente y acorde con los tiempos. No obstante, la aplicación práctica de estos actos procesales telemáticos presenta importantes retos y dificultades que merecen un análisis crítico. Si bien la norma es ambiciosa en su letra, su éxito real dependerá de cómo se superen ciertos obstáculos en la realidad cotidiana de los juzgados. A continuación, cabe reflexionar sobre los principales problemas que enfrentan las actuaciones judiciales por vía telemática en la práctica, al intentar compaginar la innovación tecnológica con las tradicionales exigencias de un proceso justo.
Un primer gran desafío es la dependencia de la infraestructura tecnológica. La efectividad de una vista telemática requiere contar con equipos adecuados, conexiones estables de internet, plataformas seguras de videoconferencia y soporte técnico disponible. En muchos órganos judiciales, especialmente en áreas con menos recursos, la infraestructura tecnológica puede ser deficiente o antigua. Un fallo de conexión, problemas de audio o video de mala calidad durante una declaración pueden obstaculizar gravemente el desarrollo del juicio e incluso comprometer la correcta valoración de la prueba. La fiabilidad técnica es esencial: si una comparecencia se interrumpe constantemente por cortes en la comunicación, se dilata el procedimiento y se frustra la finalidad de celeridad que se pretendía. Por lo tanto, la modernización legal debe ir acompañada de inversión real en tecnología y mantenimiento, de lo contrario la preferencia telemática corre el riesgo de convertirse en fuente de retrasos adicionales o nulidades procesales si no se garantiza un mínimo de calidad en la transmisión.
Ligado a lo anterior, emerge el problema de la brecha digital. No todas las partes o testigos cuentan con igual acceso a los medios tecnológicos ni con las habilidades para utilizarlos. Existen diferencias socioeconómicas y geográficas significativas: una persona de avanzada edad, o alguien que reside en una zona rural con mala cobertura de internet, puede encontrar muchos más obstáculos para participar telemáticamente que quien vive en un entorno urbano con buena conectividad. Esta desigualdad potencial supone que el acceso a la justicia podría verse afectado si no se toman medidas de apoyo. Por ejemplo, sería necesario habilitar puntos de conexión en sedes judiciales o edificios públicos próximos a los ciudadanos que no tengan medios en casa, y proporcionar asistencia técnica para conectarse. El artículo 129 bis intenta paliar esto permitiendo el uso de «lugares seguros» en el municipio del testigo o parte remota, pero en la práctica será necesario organizar esos espacios y asegurarse de que estén disponibles y bien equipados. La brecha digital también incluye la falta de familiaridad con las herramientas digitales: muchos profesionales del Derecho (jueces, abogados, funcionarios) y ciudadanos han tenido que adaptarse rápidamente a plataformas de videoconferencia, firma electrónica, gestión electrónica de documentos, etc. Esta necesidad de capacitación y adaptación conlleva tiempo y esfuerzo. No todos se sienten cómodos interactuando en un entorno virtual; la curva de aprendizaje puede ser pronunciada, y al inicio pueden darse errores o demoras por simple desconocimiento del manejo técnico. Si los operadores jurídicos no reciben la formación adecuada, la calidad de las vistas telemáticas puede resentirse – imaginemos un interrogatorio que se entorpece porque el abogado no sabe compartir pantalla para exhibir un documento, o un juez que no logra activar el audio de un testigo remoto. Superar estas barreras requiere una inversión no solo en equipos, sino también en formación continua y en generar confianza en las nuevas dinámicas de trabajo.
Otro aspecto crítico es la pérdida de inmediatez y comunicación no verbal inherente a la modalidad telemática. La presencia física en la sala proporciona al juez y a las partes una serie de impresiones y elementos difíciles de replicar integralmente por medios digitales: gestos, expresiones faciales sutiles, contacto visual directo, el contexto completo de la sala, etc. Estos elementos forman parte de la apreciación de la prueba, especialmente en la testifical o en el interrogatorio de partes, donde la credibilidad y sinceridad pueden evaluarse también por el lenguaje corporal. Con la videoconferencia, gran parte de ese lenguaje no verbal puede perderse o verse atenuado: la cámara quizás no capte movimientos nerviosos de las manos, o la calidad de imagen puede hacer difícil percibir reacciones faciales mínimas. Además, la sensación de solemnidad y seriedad de un juicio presencial puede diluirse cuando todos participan desde lugares distintos; se corre el riesgo de que la actuación judicial se perciba como menos «real» o menos vinculante, afectando psicológicamente tanto a testigos (que pueden tomarlo con menor compromiso) como a las partes (que pueden sentir menor satisfacción o respeto por una decisión emitida a distancia). En casos sensibles, la interacción humana cercana sigue siendo insustituible: por ejemplo, en la exploración de un menor, la empatía y el ambiente de confianza que puede brindar la presencia de un juez o psicólogo en la misma sala difícilmente se logra a través de una pantalla fría; igualmente, una persona con discapacidad intelectual o emocional podría necesitar apoyos presenciales para comunicarse eficazmente.
Por eso el artículo 129 bis fue prudente al exigir presencialidad en tales supuestos. No obstante, incluso en situaciones no exceptuadas, la falta de contacto directo plantea interrogantes sobre cómo garantizar que el juez conserve la máxima capacidad para ponderar la evidencia y que las partes sientan que han tenido su «día en corte» de manera plena. En el ámbito penal, se suele mencionar el principio de inmediación como esencial para un juicio justo; en lo civil, aunque muchas veces priman los documentos, cuando hay prueba oral su evaluación también se ve impactada por la distancia. Se trata, en definitiva, de un desafío para la psicología del procedimiento: mantener la humanidad y cercanía del acto de justicia dentro de un entorno digital.
Asimismo, no podemos obviar los riesgos de seguridad y privacidad que acompañan a la digitalización procesal. Celebrar actos por videoconferencia implica transmitir datos sensibles (imágenes, voces, testimonios, datos personales) a través de redes informáticas. Aunque se hable de «puntos de acceso seguro», ningún sistema es invulnerable: existe el riesgo de ciberataques, interceptación de comunicaciones, accesos no autorizados o incluso grabaciones ilícitas de las sesiones. Un fallo de seguridad podría comprometer información confidencial de un caso o vulnerar la intimidad de los intervinientes. Garantizar la seguridad informática requiere constantes actualizaciones, cifrado robusto, autenticación fiable de identidad y protocolos estrictos para el manejo de las videograbaciones de los juicios.
La Administración de Justicia deberá invertir en plataformas seguras propias (o altamente controladas) en lugar de depender de aplicaciones genéricas que puedan no reunir todos los requisitos. Junto a esto, surge la necesidad de verificar la autenticidad de lo que ocurre en remoto: por ejemplo, asegurarse de que un testigo que declara desde su casa no esté siendo coaccionado o asesorado por alguien fuera de cámara, o que no consulte información prohibida durante su testimonio. En sala, el juez controla el entorno; en remoto, se confía en cierta medida en la buena fe, pero sería conveniente desarrollar protocolos (como que un funcionario compruebe la sala desde donde declara un testigo externo, mediante una panorámica inicial de la cámara, etc.).
También la identificación de los participantes es crucial: la plataforma debe permitir corroborar que quien se conecta es realmente quien dice ser (mediante certificados digitales, por ejemplo, o mostrando su DNI al inicio de la conexión). Estos detalles son fundamentales para que la telemática no abra la puerta a usurpaciones de identidad o fraudes procesales.
Por último, cabe señalar que la asistencia letrada efectiva en contexto telemático presenta sus propios retos. Si la defensa de una de las partes está conectada desde otro lugar, ¿cómo puede el abogado comunicarse privadamente con su cliente durante las actuaciones telemáticas? En un juicio presencial, el letrado puede acercarse a su defendido y susurrarle o pedir una breve pausa para consultar; en cambio, en una videoconferencia, cualquier comunicación adicional requiere el uso de canales separados (llamadas telefónicas paralelas, sistemas de mensajería) que pueden ser engorrosos o inseguros.
Asegurar que el cliente y su abogado puedan conversar con confidencialidad durante el acto es indispensable para decisiones inmediatas (por ejemplo, orientar una respuesta o reaccionar a un nuevo dato surgido en la vista). Los juzgados tendrán que arbitrar soluciones, como habilitar «salas virtuales aparte» temporales, o pausas técnicas para que hablen, sin que ello demore excesivamente el procedimiento.
Del mismo modo, los derechos de traducción e interpretación exigen que intérpretes profesionales estén integrados en la videoconferencia cuando se requiera, lo cual añade otra capa de complejidad técnica: una mala coordinación de audio podría dificultar la traducción simultánea, perjudicando al justiciable que depende de ella. Por consiguiente, la calidad del audio y del vídeo no es un lujo, sino una verdadera garantía procesal en estos casos.
Así, lo que verificamos es que el artículo 129 bis LEC, aunque representa un paso decidido hacia la Justicia digital y muestra la intención del legislador de aprovechar la tecnología para mejorar la eficiencia procesal, debe ser implementado sin sacrificar los derechos de los justiciables.
7.  Los actos procesales y el tiempo
En el ámbito jurídico, los actos en general se encuentran sometidos a condicionamientos temporales estrictos, motivo por el cual un contrato conserva su validez aun cuando se celebre en domingo, durante el mes de agosto o en horario nocturno. Distinto es el caso de los actos procesales, que deben necesariamente realizarse dentro de los días y horas que la ley califica como hábiles.
Según disponen los arts. 182.1 y 183 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) y el art. 130 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC), se consideran inhábiles los sábados, domingos, los días comprendidos entre el 24 de diciembre y el 6 de enero inclusive —salvo cuando se trate de actuaciones urgentes previstas en la ley procesal—, las festividades de carácter nacional o autonómico y, en general, todo el mes de agosto, salvo que se habilite expresamente para la práctica de diligencias urgentes. A modo de ejemplo, el Real Decreto-ley 16/2020, de 28 de abril, declaró hábiles los días comprendidos entre el 11 y el 31 de agosto de 2020 con el fin de descongestionar los asuntos suspendidos durante el estado de alarma.
Por lo que respecta a las horas hábiles, el art. 182.2 LOPJ y el art. 131.3 LEC establecen que abarcan de las ocho de la mañana a las ocho de la tarde, ampliándose excepcionalmente hasta las diez de la noche para determinados actos de comunicación o ejecución, como es el caso de un embargo. Ahora bien, cuando la demora pueda ocasionar perjuicios graves a los interesados, a la correcta administración de justicia o comprometer la eficacia de una resolución, el tribunal, de oficio o a instancia de parte, puede habilitar días u horas inhábiles para la práctica de actuaciones urgentes. Ejemplo paradigmático es la declaración de un testigo en peligro de muerte en domingo. Además, el mes de agosto se entiende automáticamente hábil para las actuaciones urgentes, sin necesidad de habilitación expresa, y tampoco se requiere habilitación para prolongar fuera del horario ordinario una diligencia urgente iniciada en horas hábiles. Así, si un juicio ordinario iniciado a las cinco de la tarde se prolonga más allá de las ocho, el tribunal puede ordenar su continuación hasta su finalización, evitando la suspensión.
La regulación temporal del proceso distingue entre plazos y términos. El legislador estructura el procedimiento en fases que delimitan el momento en que deben realizarse determinados actos. Se habla de plazo cuando la ley concede a las partes o al tribunal un lapso temporal dentro del cual el acto puede realizarse con plena eficacia; por ejemplo, en el juicio ordinario, el art. 404 LEC otorga al demandado veinte días para contestar a la demanda, siendo válida su presentación en cualquiera de esos días. En cambio, existe término cuando se fija un día y hora concretos para la actuación, como sucede con la audiencia previa o el juicio, cuya eficacia se vincula a su celebración en el momento señalado.
El cómputo de los plazos, regulado en los arts. 133 y 135 LEC, exige atender al momento de inicio (dies a quo) y al de finalización (dies ad quem). Los plazos comienzan a correr desde el día siguiente a la notificación del acto procesal que los genera; así, el plazo de veinte días para contestar a la demanda comienza al día siguiente de la notificación. Concluyen a las veinticuatro horas del día de vencimiento, siempre que se trate de un día hábil. Cuando el plazo se fija en días, los inhábiles se excluyen del cómputo; cuando se fija en meses o años, el cómputo se realiza de fecha a fecha, de modo que, si en el mes de vencimiento no existiera día equivalente al inicial, el plazo expira el último día del mes. Así, un plazo abierto el 15 de enero por un mes concluirá el 15 de febrero, mientras que uno iniciado el 31 de enero vencerá el 28 de febrero, o el 29 si el año es bisiesto. Si el vencimiento recae en día inhábil, se entiende prorrogado al primer día hábil siguiente.
De acuerdo con el art. 134.1 LEC, los plazos procesales son improrrogables, sin que el tribunal pueda ampliarlos o modificarlos. No obstante, el Letrado de la Administración de Justicia puede, de oficio o a instancia de parte, interrumpirlos cuando concurra causa de fuerza mayor que impida su cumplimiento, reanudándose el cómputo una vez desaparecida dicha causa (art. 134.2 LEC). Asimismo, el art. 134.3 LEC permite interrumpir plazos por tres días hábiles en casos de fuerza mayor que afecten al abogado o procurador, tales como nacimiento y cuidado de menor, enfermedad grave, accidente con hospitalización, fallecimiento de un familiar cercano o baja laboral certificada. A su vez, la Ley Orgánica 5/2024, de 11 de noviembre, del Derecho de Defensa, ha introducido en su art. 3.6 una previsión específica según la cual cualquier trámite de audiencia debe convocarse con una antelación razonable, reconociendo a jueces, tribunales y órganos administrativos la facultad de ampliar motivadamente los plazos señalados, siempre que ello garantice el derecho de defensa y la igualdad de armas entre las partes. No obstante, esta previsión no debe entenderse como una autorización genérica para alterar los plazos legales, sino como una herramienta orientada a salvaguardar la adecuada preparación de las actuaciones procesales.
Respecto a la presentación de escritos, la regla general es su tramitación electrónica a través de LexNet o plataformas autonómicas equivalentes, disponibles las veinticuatro horas. Sin embargo, el art. 135.5 LEC contempla un «periodo de gracia» que permite presentar escritos hasta las quince horas del día hábil siguiente al del vencimiento, conciliando así el respeto a los plazos con el derecho al descanso de los profesionales y las limitaciones prácticas de los órganos judiciales para dar curso a escritos presentados a última hora.
Finalmente, la exigencia de orden temporal en el proceso se concreta en el principio de preclusión, recogido en el art. 136 LEC, según el cual, transcurrido el plazo o vencido el término fijado para la práctica de un acto procesal de parte, se pierde definitivamente la oportunidad de realizarlo. Esta consecuencia afecta solo a las partes, pues el incumplimiento de plazos por parte del tribunal, como el de dictar sentencia, no acarrea en principio la nulidad de lo actuado. En este sentido, el art. 242 LOPJ dispone que las actuaciones judiciales realizadas fuera del tiempo legal solo podrán anularse cuando así lo exija la naturaleza del término o plazo. No obstante, el justiciable que se vea perjudicado por un retraso excesivo puede invocar la vulneración de su derecho fundamental a un proceso sin dilaciones indebidas y reclamar indemnización por el anómalo funcionamiento de la Administración de Justicia, sin que ello suponga la nulidad de las actuaciones ni la alteración del contenido de la sentencia dictada con retraso.
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 1.  Inmediación: Presencia judicial en declaraciones, pruebas y vistas (artículo 137 LEC)
1.1.  Introducción: el principio de inmediación judicial
El principio de inmediación en el proceso civil español encuentra su previsión legal fundamentalmente en la LEC, y las referencias complementarias de la LOPJ.
Desde la perspectiva constitucional, el artículo 120.2 CE establece que los procedimientos serán predominantemente orales, siendo así que la oralidad refuerza la inmediación. En esta línea, el Tribunal Constitucional (2)  reconoce la inmediación como una garantía de corrección consistente «en que la prueba se practique ante el órgano judicial al que corresponde su valoración», de tal manera que se eviten los riesgos de valoración inadecuada procedentes de la intermediación entre la prueba y el órgano de valoración.
La inmediación tiene como fundamento la observación inmediata por el juzgador del desarrollo de las actuaciones, particularmente durante la fase probatoria, puesto que solo aquél que ha presenciado directamente dichas actuaciones se encuentra en las condiciones más idóneas para resolver la controversia.
Se exige, por tanto, que el Juez que debe pronunciar la sentencia asista a la práctica de las pruebas de que extrae su convencimiento y entre en relación directa con las partes, testigos, peritos y con los objetos del juicio
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